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H. CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

PRESENTE. 

C2Gll~ 

8~0 DEL ESTADO DE 
TA UI.IPAS 

La suscrita Diputada LUCERO DEOSDADY MARTÍNEZ LÓPEZ, integrante del 

Grupo Parlamentario MORENA de la Legislatura LXVI del Congreso del Estado 

Libre y Soberano de Tamaulipas, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 64, 

fracción 1, de la Constitución Política del Estado de Tamaulipas; 67, numeral 1, 

inciso e), y 93, numerales 1, 2 y 3 inciso b ), de la Ley sobre la Organización y 

Funcionamiento Internos del Congreso del Estado Libre y Soberano de 

Tamaulipas, comparezco ante este Órgano Legislativo para promover la presente 

INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE ADICIONA UN PÁRRAFO A 

LA LEY DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PUBLICA DEL 

ESTADO DE TAMAULIPAS, al tenor de la siguiente: 

OBJETO DE LA INICIATIVA 

La presente iniciativa de decreto tiene por objeto que en los procedimientos 

adminitrativos o judiciales, se pueda tener acceso a los resultados de los procesos 

de evaluación y los expedientes integrados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La seguridad pública tiene como fin salvaguardar la integridad y derechos de las 

personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz pública, 

comprendiendo la prevención especial y general de los delitos y la reinserción 

social del sentenciado, lo que hace evidente que la seguridad pública obedece 

a razones poderosas de interés público. 
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El enfoque actual de la seguridad se relaciona con el desarrollo humano como una 

nueva dimensión de la seguridad humana. Ésta busca situar al ser humano como 

eje del desarrollo y tiene una correlación con factores como los derechos 

humanos, la salud, el medioambiente, la democracia, la seguridad alimentaria. 

Asimismo, "incluye el acceso a los elementos básicos para la vida; la protección 

del individuo frente al crimen y al terrorismo; las enfermedades sociales; la 

corrupción política; las migraciones masivas; el desarrollo político, económico y 

democrático; la sustentabilidad ambiental y los esfuerzos para controlar y reducir 

la contaminación". 

De esta manera, la seguridad humana se integra al tradicional concepto de 

seguridad, con una visión amplia que busca garantizar a las personas una vida 

segura y digna, libre de necesidades y temores. En este contexto, la igualdad de 

oportunidades ocupa un lugar importante para el desarrollo máximo de las 

capacidades humanas. Así, el bienestar de las personas se sitúa como el principal 

objetivo de la seguridad humana, aunado a los tratamientos asociados con la 

fuerza pública, con el mantenimiento de la ley y el orden público, así como de la 

erradicación de la violencia y la inseguridad. 

La seguridad pública se centra en el orden político, a través de acciones que 

tienden a garantizar la paz pública, por medio de la prevención y represión de los 

delitos y las faltas contra el orden público. Por su parte, la seguridad ciudadana se 

sitúa como objeto central de la protección estatal para la persona humana, así 

como para un ambiente armónico y pacífico. 

La función policial ocupa un lugar primordial en materia de seguridad pública y 

ciudadana. Por ello, la legitimidad y eficacia de las actuaciones de estos agentes 

estatales son fundamentales para promover la seguridad, la justica y los derechos 

humanos en las sociedades democráticas. La cuestión policial justifica su 

trascendencia actual, pues, además de ejercer una función indispensable de la 

administración del Estado, es un instrumento de intervención social que tiene un 

efecto en las principales formas de relación entre el Estado y la sociedad. 
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Los Principios que rigen la actuación policial están consagrados en el artículo 21 

de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y son los 

siguientes: legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 

los derechos humanos. 

La función pública atribuida a los policías tiene como principales objetivos 

mantener la seguridad y el orden en lugares públicos; hacer respetar las leyes y 

proteger a los ciudadanos y sus bienes de peligros y actos delictivos. En México, 

la función policial se divide en tres: municipal, estatal y federal. 

Las dos primeras, es decir, las policías municipal y estatal, sólo tienen carácter 

preventivo. Mientras, la policía federal tiene funciones mucho más amplias, como 

salvaguardar la vida, la integridad, la seguridad y los derechos de las personas; 

prevenir delitos; preservar las libertades, el orden y la paz públicos, y, 

adicionalmente, investigar y perseguir a los presuntos responsables de delitos de 

índole federal. 

La función policial es un término cuya significación está impulsada por toda una 

serie de variables que incluyen políticas públicas, factores culturales y 

económicos, así como la infraestructura social y gubernamental de los Estados. 

Los enfoques de esta función varían en casi todos los casos, desde una policía 

con alto nivel de control, hasta lo que se ha denominado como policía por 

consentimiento. "El primer tipo suele ser altamente centralizado, preferentemente 

reactivo y de tipo militarista. El segundo puede ser centralizado, pero interpreta la 

actividad policial más bien como una respuesta a las necesidades de la 

comunidad local en cuanto a la detección y resolución de los problemas que 

requieren intervención policial." 

El cumplimiento de esta importante responsabilidad supone un elemento positivo 

para la satisfacción de las necesidades y para la tutela de las libertades y 

derechos fundamentales de la sociedad. Pero, como es natural, el ejercicio de 

estas facultades presenta simultáneamente la posibilidad de graves abusos o 



Lucero Deosdady Martínez López 
Diputada Local 

trasgresiones a los derechos. Es precisamente en este supuesto donde los 

derechos humanos deben reubicarse en la cima de la función policial. 

La erradicación de la corrupción, el abuso del poder, el uso excesivo de la fuerza 

pública, las detenciones ilegales y arbitrarias, así como los actos de tortura son 

algunos de los desafíos que plantea el ejercicio de la función policial en nuestros 

días. Para poder establecer líneas de acción que permitan combatir estas malas 

prácticas resulta indispensable analizar la función policial desde sus orígenes, así 

como desde el ámbito normativo que determina los límites legales con los que 

deben actuar los elementos de seguridad. Asimismo, se debe advertir que los 

aspectos culturales, económicos y políticos de los Estados constituyen variantes 

por considerar en cada caso concreto. 

La policía como poder se refiere a la facultad que tiene el Estado a través de sus 

agentes. Normalmente se le reconoce en los textos constitucionales la capacidad 

de limitar las libertades y derechos, cuando esto implique el aseguramiento de la 

comunidad. La policía como función, dice el autor, se refiere a la actividad 

permanente y constante, tendiente a preservar la armonía y el orden social. La 

policía como servicio es una obligación a cargo del Estado, cuyo fin es satisfacer 

las necesidades de seguridad y mantenimiento de la paz y el orden público de una 

nación. La policía como norma es el conjunto de prerrogativas que facultan al 

Estado, a través de sus agentes, para llevar a cabo acciones con el fin de impedir 

que se violen las normas en perjuicio de la comunidad social. Finalmente, este 

autor entiende la policía como institución al ser un cuerpo civil, de carácter 

permanente y que se encuentra a cargo del Estado, con principios, objetivos, 

políticas e ideologías específicas. 

Los derechos humanos se encuentran relacionados con la historia de la propia 

humanidad. Desde sus orígenes, el ser humano ha encabezado constantes luchas 

para acceder a mejores formas de vida, el respeto de su dignidad y de sus 

derechos y libertades fundamentales. 

En el contexto actual, los derechos humanos coadyuvan a los elementos de 

gobernanza, incluyendo evidentemente a la administración pública. Pero, el 
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trasfondo de estos derechos no sólo debe permear las actividades o 

responsabilidades estatales, pues la cultura de tutela de estos derechos constituye 

un elemento indispensable para el bien común y la satisfacción en las 

necesidades básicas en cualquier sociedad democrática de derecho. Visto desde 

este punto, está claro que los derechos humanos en engranaje con una 

normatividad adecuada y la ética pública tienen un impacto positivo y directo en la 

buena administración, entendida en su más amplio sentido. 

En la actualidad, la ética pública y los derechos humanos tienen una estrecha 

relación. El objetivo de ésta será que, con base en el cumplimento de 

determinados principios y valores, el servidor público realice su función de manera 

eficaz, pero, sobre todo, salvaguardando la dignidad, así como las libertades y 

derechos fundamentales de los gobernados. Más allá de contar con una 

normatividad administrativa que regule la función pública, se requiere de una 

nueva percepción de la realidad basada en la protección de los derechos humanos 

mediante el perfil adecuado de los servidores públicos. 

Para coadyuvar con dicho objetivo, es importante que los agentes de seguridad y 

policías den cumplimiento a los principios con el debido interés superior de la 

niñez, el deber objetivo de cuidado de la perspectiva de género y de la legalidad. 

Además de que su actuar debe ajustarse a los valores de honradez, lealtad, 

imparcialidad, eficacia, interés público, respeto a los derechos humanos, igualdad 

y no discriminación, integridad, cooperación, liderazgo, trasparencia y rendición de 

cuentas. 

Una de las principales consecuencias de la falta de ética y valores en el 

desempeño de la función pública es la corrupción, así como la ineficacia en el 

ejercicio público. Estos elementos repercuten negativamente en la garantía del 

derecho a la buena administración. En este sentido, Bielsa refiere que la 

"corrupción en la función pública es la desnaturalización o desviación del regular 

ejercicio de la función pública, entendida ésta como la entera actividad del Estado, 

y no sólo en las funciones del Poder Ejecutivo como poder administrador, sino 

también en el ejercicio de las funciones legislativas, ejecutivas y judiciales". 
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Los exámenes de control de confianza son una serie de exámenes para 

seleccionar y evaluar personal, permite detectar vulnerabilidades como: riesgos de 

corrupción, impunidad y penetración del crimen organizado que puedan dañar el 

patrimonio y el cumplimiento de los objetivos de las instituciones. 

Dichos exámenes incluyen la siguiente información: 

Evaluación toxicológica 

Evaluación psicológica 

Poligráfico 

Evaluación de entorno social y situación patrimonial 

Estudios socioeconómicos 

Investigación de antecedentes 

Esta información obtenida al ser analizada por profesionales, proporciona 

información personal sobre la persona evaluada, lo cual es requerida no solo para 

el ingreso y permanencia, sino que puede ser utilizada en las investigaciones que 

se realicen de carácter administrativo y judicial, como indicios para poder seguir 

garantizando que la persona en proceso puede seguir cumpliendo con su función 

de manera eficiente y siempre al servicio de la sociedad. 

Si bien es cierto que la seguridad pública es una categoría de información 

susceptible de ser reservada en atención a cuestiones de interés público, también 

lo es que de conformidad al artículo 6 constitucional no es posible establecer 

reservas de información ex ante de carácter absoluto. Toda información en 

posesión de cualquier entidad estatal es pública y sólo puede ser reservada por 

cuestiones de interés público. En este sentido, la reserva será válida siempre y 

cuando atienda a las finalidades previstas en la Constitución y sea proporcional y 

congruente con los principios constitucionales que se intentan proteger, de manera 

que la actualización de una reserva por comprometer la seguridad pública como 

supuesto válido para limitar el acceso a la información no implica que se pueda 
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establecer a nivel legislativo de manera automática que toda información 

contenida en expedientes o bases de datos se tenga como reservada. 

Los resultados y su expediente derivados de las evaluaciones de control de 

confianza únicamente pueden ser divulgados en procedimientos administrativos y 

judiciales, aunado a que, en todo caso, debe atenderse a las reglas de 

datos personales aplicables, conforme al régimen de protección del artículo 6° 

constitucional en relación con los datos personales y, en específico, de los datos 

personales sensibles, atendiendo a que la información contenida en los 

expedientes relativos a la evaluación de los controles de confianza contiene 

exclusivamente de esa naturaleza y, por lo tanto, confidenciales de quienes 

aspiran a ingresar, permanecer o ser promovidos en cargos superiores dentro de 

las instituciones de seguridad pública, ya que se utilizan para comprobar 

el cumplimiento de perfiles de personalidad, éticos, socioeconómicos, médicos, 

referencias, habilidades, entre otros. 

En conclusión, esta propuesta busca recabar los indicios correspondientes en los 

procesos administrativos y judiciales, tomando en cuenta la información que se 

recabó para certificar la confianza de los elementos de las corpotaciones de 

seguridad, con el fin de garantizar que los elementos cumplan con los requisitos 

previstos en la constitución mexicana en cuanto a la función de seguridad. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito someter a consideración de 

este Pleno Legislativo, para estudio, dictamen y votación en su caso, el siguiente 

cuadro comparativo: 
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LA LEY DE COORDINACIÓN DEL 
SISTEMA DE SEGURIDAD PUBLICA 

DEL ESTADO DE TAMAULIPAS 
(vigente) 

Propuesta 
Dip. Lucero Deosdady Martínez 

López 

Art. 59. La certificación es el proceso Art. 59. La certificación es el proceso 

mediante el cual los integrantes de las mediante el cual los integrantes de las 

instituciones policiales se someten a instituciones policiales se someten a las 
1 

1 as e va 1 u a e iones pe rió di e as evaluaciones periódicas establecidas 

establecidas por el Centro Estatal de por el Centro Estatal de Evaluación y 

, Evaluación y Control de Confianza, Control de Confianza, para comprobar 

! para comprobar el cumplimiento de los el cumplimiento de los perfiles de 

perfiles de personalidad, éticos, personalidad, éticos, socioeconómicos, 

so e i o e e o n ó m i e os , m é d i e os , médicos, toxicológicos y de confianza a l 
toxicológicos y de confianza a través través del polígrafo u otros métodos, en 

del polígrafo u otros métodos, en los los procedimientos de ingreso, 1 

procedimientos de ingreso, promoción promoción y permanencia. 

y permanencia . 

Los resultados de los procesos de 

evaluación y los expedientes 

integrados al efecto, serán 1 

confidenciales, salvo en aquellos 

casos en que deban presentarse por 1 

las partes, en procedimientos 

administrativos o judiciales, 

debiendo mantener en reserva en los 

términos de las disposiciones 

jurídicas aplicables. 
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Por lo anteriormente fundado y expuesto me permito someter a la consideración 

de este H. Congreso el siguiente: 

INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE ADICIONA UN PÁRRAFO A 

LA LEY DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PUBLICA DEL 

ESTADO DE TAMAULIPAS. 

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo a el artículo 59 de la Ley de 

Coordinación del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Tamaulipas, para 

quedar como sigue: 

Artículo 59. La certificación es el proceso mediante el cual los integrantes de las 

instituciones policiales se someten a las evaluaciones periódicas establecidas por 

el Centro Estatal de Evaluación y Control de Confianza, para comprobar el 

cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, socioeconómicos, médicos, 

toxicológicos y de confianza a través del polígrafo u otros métodos, en los 

procedimientos de ingreso, promoción y permanencia. 

Los resultados de los procesos de evaluación y los expedientes integrados 

al efecto, serán confidenciales, salvo en aquellos casos en que deban 

presentarse por las partes, en procedimientos administrativos o judiciales, 

debiendo mantener en reserva en los términos de las disposiciones jurídicas 

aplicables. 

TRANSITORIOS 

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación el Periódico Oficial del Estado. 

Dado en el Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas a los 

13 días del mes de marzo del año 2025. 

ATENTAMENTE 
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DIP. LUCERO DEOSDADY MARTÍNEZ LÓPEZ 


